
 

 

 

 

 

 

Proceso Verbal 

Demandante Teresita de Jesús Restrepo López 

Demandado María Celina Echavarría de Correa y otros 

Radicado  No. 05001-31-03-14-2014-00036-01 

Instancia Segunda 

Interlocutorio N° 094 

Procedencia Juzgado 21 Civil del Circuito de Medellín  

Asunto Resuelve recurso de apelación 

Decisión Confirma 

Tema  Terminación del proceso por desistimiento 
tácito. Eventos en los que tiene lugar la 
terminación del proceso. Actos que interrumpen 
el término. El fenómeno de la interrupción y 
suspensión de términos. Jurisprudencia.  

 

 

TRIBUNAL SUPERIOR  

 

SALA SEGUNDA DE DECISIÓN CIVIL 

 

Medellín (Ant.), dieciséis de septiembre de dos mil veintidós  

 

I. OBJETO 

 

Se decide el recurso de apelación interpuesto por la parte 

demandante contra el auto proferido el 08 de marzo de la 

presente anualidad, por el JUZGADO VEINTIUNO CIVIL 
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DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE MEDELLÍN, declarando 

la terminación por desistimiento tácito del proceso verbal 

promovido por TERESITA DE JESÚS RESTREPO LÓPEZ, 

contra MARÍA CELINA ECHAVARRÍA DE CORREA, 

FEDERICO ARBOLEDA CANO y PERSONAS 

INDETERMINADAS.  

 

II. ANTECEDENTES 

 

El trámite del proceso: Por auto del 25 de febrero de 2014, 

se admitió la demanda y dispuso el emplazamiento de los 

demandados y de las personas indeterminadas; el 21 de 

agosto de 2019, se decretó la nulidad de lo actuado a partir 

del auto admisorio de la demanda, frente al codemandado 

Federico Arboleda Cano, porque éste falleció el 23 de julio de 

1974, con anterioridad a la presentación de la demanda; la 

demanda se admitió en proveído del 06 de noviembre en 

contra de los herederos indeterminados del señor Federico 

Arboleda Cano y ordenó su emplazamiento; efectuado el 

emplazamiento de rigor, el 21 de mayo de 2021, designó 

curadora ad-litem y requirió a la parte demandante para que 

le comunicara dicho nombramiento, para que manifestara su 

aceptación, se notificara y diera respuesta a la demanda si a 

bien lo tenía; el 27 de agosto adiado se requirió al extremo 

activo para que diera cumplimiento a lo ordenado en proveído 

del 21 de mayo, en el término de 30 días contados a partir de 

la notificación del auto por estados, so pena de dar aplicación 

a lo dispuesto en el art. 317 del C.G.P.; el 08 de marzo del 

presente año se terminó el proceso por desistimiento tácito, 

indicando que si bien la parte actora, luego del requerimiento 
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efectuado en proveído del 27 de agosto del pasado año, 

allegó algunos escritos que daban cuenta de la no efectividad 

de la notificación a la dirección suministrada por la curadora, 

el 07 de diciembre se dictó auto informado que esa era la 

dirección con que se contaba; el cual se notificó por estados 

del 19 de los mismos mes y año; continúa indicando que el 

extremo activo el 08 de marzo del año que avanza, allegó 

guía postal del 03 de los mismos mes y año, que aparece 

suscrita por la curadora ad-litem, estos es, superados los 30 

días hábiles concedidos en auto del 27 de agosto de 2021, 

para cumplir con dicho acto; término que se interrumpió con 

las actuaciones que se fueron suscitando, hasta la última que 

tuvo lugar el 07 de diciembre de la pasada anualidad.  

 

El recurso de apelación: La parte actora interpuso el 

recurso de apelación contra esta decisión; luego de realizar 

una síntesis de lo actuado al interior del proceso hasta el 07 

de diciembre de 2021, así como de las diligencias que con 

posterioridad adelantó para la notificación a la curadora ad-

litem designada y con soporte en la prueba documental que 

aporta, concluye que la tardanza en la notificación de la 

curadora ad-litem, no obedeció a negligencia o inoperancia de 

su parte, sino a motivos de fuerza mayor que impidieron 

llevar a cabo dicha actuación en un tiempo menor; toda vez, 

que siempre estuvo en constante comunicación con el 

Juzgado informando las situaciones descritas, las cuales se 

deben tener presente al igual que los soportes que anexa; 

además, la pretensora es una persona adulta mayor que no 

cuenta con los recursos para iniciar un nuevo proceso y 

precisa que el bien objeto de la acción es su única fuente de 
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sustento; el 19 de abril último, se concedió el recurso de 

apelación en el efecto suspensivo.  

 

III. CONSIDERACIONES 

 

El desistimiento tácito: La figura del desistimiento tácito la 

regula el artículo 317 del Código General del Proceso, vigente 

desde el 1° de octubre de 2012, por mandato del numeral 3°, 

del art. 627 de la misma codificación; que al efecto, dispone:  

 

“El desistimiento tácito se aplicará en los siguientes eventos: 

 

“1. Cuando para continuar el trámite de la demanda, del 

llamamiento en garantía, de un incidente o de 

cualquiera otra actuación promovida a instancia de 

parte, se requiera el cumplimiento de una carga 

procesal o de un acto de la parte que haya formulado 

aquella o promovido estos, el juez le ordenará 

cumplirlo dentro de los treinta (30) días siguientes 

mediante providencia que se notificará por estado. 

 

“Vencido dicho término sin que quien haya promovido 

el trámite respectivo cumpla la carga o realice el acto 

de parte ordenado, el juez tendrá por desistida 

tácitamente la respectiva actuación y así lo declarará 

en providencia en la que además impondrá condena en 

costas. 
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“El juez no podrá ordenar el requerimiento previsto en este 

numeral, para que la parte demandante inicie las diligencias 

de notificación del auto admisorio de la demanda o del 

mandamiento de pago, cuando estén pendientes actuaciones 

encaminadas a consumar las medidas cautelares previas. 

 

“2. Cuando un proceso o actuación de cualquier naturaleza, 

en cualquiera de sus etapas, permanezca inactivo en la 

secretaría del despacho, porque no se solicita o realiza 

ninguna actuación durante el plazo de un (1) año en primera 

o única instancia, contados desde el día siguiente a la última 

notificación o desde la última diligencia o actuación, a petición 

de parte o de oficio, se decretará la terminación por 

desistimiento tácito sin necesidad de requerimiento previo. En 

este evento no habrá condena en costas o perjuicios a cargo 

de las partes. 

 

“El desistimiento tácito se regirá por las siguientes reglas: 

 

“a) Para el cómputo de los plazos previstos en este artículo no 

se contará el tiempo que el proceso hubiese estado 

suspendido por acuerdo de las partes; 

 

“b) Si el proceso cuenta con sentencia ejecutoriada a favor 

del demandante o auto que ordena seguir adelante la 

ejecución, el plazo previsto en este numeral será de dos (2) 

años; 
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“c) Cualquier actuación, de oficio o a petición de parte, de 

cualquier naturaleza, interrumpirá los términos previstos en 

este artículo; 

 

“d) Decretado el desistimiento tácito quedará terminado el 

proceso o la actuación correspondiente y se ordenará el 

levantamiento de las medidas cautelares practicadas; 

 

“e) La providencia que decrete el desistimiento tácito se 

notificará por estado y será susceptible del recurso de 

apelación en el efecto suspensivo. La providencia que lo 

niegue será apelable en el efecto devolutivo; 

 

“f) El decreto del desistimiento tácito no impedirá que se 

presente nuevamente la demanda transcurridos seis (6) 

meses contados desde la ejecutoria de la providencia que así 

lo haya dispuesto o desde la notificación del auto de 

obedecimiento de lo resuelto por el superior, pero serán 

ineficaces todos los efectos que sobre la interrupción de la 

prescripción extintiva o la inoperancia de la caducidad o 

cualquier otra consecuencia que haya producido la 

presentación y notificación de la demanda que dio origen al 

proceso o a la actuación cuya terminación se decreta; 

 

“g) Decretado el desistimiento tácito por segunda vez entre 

las mismas partes y en ejercicio de las mismas pretensiones, 

se extinguirá el derecho pretendido. El juez ordenará la 

cancelación de los títulos del demandante si a ellos hubiere 

lugar. Al decretarse el desistimiento tácito, deben desglosarse 

los documentos que sirvieron de base para la admisión de la 
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demanda o mandamiento ejecutivo, con las constancias del 

caso, para así poder tener conocimiento de ello ante un 

eventual nuevo proceso; 

 

“h) El presente artículo no se aplicará en contra de los 

incapaces, cuando carezcan de apoderado judicial.”  (Negrillas 

fuera del texto). 

 

El caso concreto: Mediante auto del 27 de agosto de la 

pasada anualidad, el Juzgado requirió a la parte demandante 

para que dentro de los treinta (30) días siguientes, notificara 

a la curadora ad-litem la designación para que aceptara el 

cargo y diera respuesta a la demanda si a bien lo tenía; so 

pena de decretar la terminación del proceso por desistimiento 

tácito; término que se interrumpió con las actuaciones que se 

suscitaron según lo indica el Juzgado, hasta la última que 

tuvo lugar el 07 de diciembre de la pasada anualidad; 

ordenando la terminación del proceso por auto del 08 de 

marzo de la presente anualidad, toda vez, que la entrega de 

la comunicación conforme con la guía postal del 03 de los 

mismos mes y año, suscrita por la señora curadora ad-litem, 

tuvo lugar, una vez superados los 30 días hábiles que le 

fueron concedidos para adelantar dicho acto. 

 

Al efecto, la Sala observa que el apoderado de la parte actora 

el 25 de febrero de la presente anualidad a la 1:49 p.m., 

remitió correo electrónico al Juzgado solicitando dar aplicación 

a lo previsto en el art. 8 del Decreto 806 de 2020, para 

proceder a la notificación de la señora curadora ad-litem, a 

través de las tecnologías de la información y las 
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comunicaciones, debido a la imposibilidad para realizarla, 

porque no obstante que la Unidad de Registro Nacional de 

Abogados y Auxiliares de la Justicia, le suministró la dirección 

y demás datos de contacto donde la señora curadora recibiría 

notificaciones; el 13 de octubre de 2021, intentó realizar la 

notificación conforme a la guía 362070500935 de Pronto 

Envíos, pero según reporte de la empresa de correo, la 

dirección es errada; el 24 de enero de 2022, contactó a la 

señora curadora por correo electrónico informando los datos 

del proceso y le remitió copia del auto que la designó; quien 

respondió indicando que los datos suministrados son correctos 

y actuales; el 14 de febrero adiado, intentó de nuevo la 

notificación en la dirección suministrada, pero conforme la 

guía RA357076469CO de Mensajería 4-72, no fue posible 

gestionar la entrega del correo, porque se desconoce a la 

destinataria en la dirección de correspondencia; todo lo 

anterior, con el fin de dar cumplimiento a lo ordenado en auto 

del 21 de mayo de 2021. 

 

Al efecto, tenemos que el 21 de mayo de 2021 se requirió al 

extremo activo para que comunicara a la curadora ad-litem el 

nombramiento conforme con el numeral 2º del art. 9 del C. de 

P. Civil, que en lo pertinente establece: “Aceptación del cargo. 

Todo nombramiento se notificará por telegrama enviado a la 

dirección que figure en la lista oficial, …Copia debidamente 

sellada por la oficina de telégrafo respectiva, se agregará al 

expediente. Lo anterior, sin perjuicio de que dicha notificación 

se pueda realizar por otro medio más expedito, de lo cual 

deberá quedar constancia en el expediente. …”; de donde se 

sigue, que obligatoriamente la notificación del nombramiento 
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no se tenía que efectuar mediante remisión de la 

comunicación a la dirección física de la curadora, sino que se 

podía adelantar por otro medio más expedito dejando 

constancia en el expediente; cometido que se cumplió con 

creces en el presente caso; toda vez que el extremo activo tal 

como lo informó, no solo contactó a la auxiliar de la justicia 

por correo electrónico remitido el 24 de enero del presente 

año, a las 2:22 p.m., sino que la notificó del nombramiento, 

pues informó y suministró los datos del proceso y, 

adicionalmente remitió copia del auto que la designó; la 

señora curadora, en la misma fecha a las 3:39 p.m., dio 

respuesta al mensaje, tal como consta en los pantallazos del 

correo que para mayor claridad, se insertan a la presente 

decisión. 
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Es más, La actuación requerida se produjo dentro del término 

legal de treinta (30) días, que se le concedió a la actora, 

porque como lo indicó el señor juez a quo, el término se 

interrumpió con las actuaciones que se suscitaron; siendo del 

caso, poner de presente, que en este caso no es posible 

determinar el período o periodos en que se suspendió el 

término concedido a la parte actora porque no existen 
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constancias sobre el ingreso a despacho del expediente por 

cualquier circunstancias, pues previo al auto del 07 de 

diciembre de 2021, en tal sentido solo aparece un informe sin 

fecha, donde se da cuenta de lo solicitado y de lo que al 

respecto reposa en el expediente; en cuanto a la providencia 

referida, se advierte que notificada por estados del 09 de los 

mismos mes y año y, bajo estos parámetros, los 30 días que 

se concedieron para efectuar el acto requerido comenzaron a 

correr a partir del 10 de diciembre del pasado año, y se 

extendieron hasta el 14 de febrero de la presente anualidad, 

teniendo en cuenta la vacancia judicial, advirtiendo que la 

notificación a la auxiliar de la justicia sobre su designación se 

llevó a cabo en legal forma el 24 de enero adiado, tal como 

viene de indicarse, con lo cual se efectuó el acto omitido y 

que fue objeto de requerimiento, con independencia de que 

diera respuesta a la demanda porque este acto no depende de 

la parte demandante, pues corresponde al auxiliar de la 

justicia, quien incluso, puede no hacerlo.  

 

La Sala pone de presente que no comparte la posición del 

juzgado de primer grado, al considerar que el término que 

concedió a la demandante para realizar el acto omitido se 

interrumpió por varias actuaciones, como ocurrió con el auto 

que proferió el 7 de diciembre anterior, porque en tales casos 

el fenómeno que se presenta por ingresar el proceso a 

despacho es el de la suspensión de términos, fenómeno que 

es bien diferente a la interrupción como ya ha tenido 

oportunidad de dilucidarlo el Tribunal y lo ha precisado el 

Tribunal de casación, como seguidamente se precisará; con 

todo, para no hacer más gravosa la situación del demandante, 
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único apelante, se computara los términos como se indica por 

el Juzgado de primer grado; esto es, como una interrupción, 

lo que implica que no se tiene en cuenta el término 

transcurrido y se empieza a computar de nuevo, como se 

indicó a raíz del auto emitido el 7 de diciembre del año 

pasado.  

 

Sobre los alcances del literal c) del numeral 2) de art. 317 del 

C. General del proceso, la Sala de Casación Civil, lo puntualizó 

en los siguientes términos:     

 

“Entonces, dado que el desistimiento tácito» consagrado en el 

artículo 317 del Código General del Proceso busca solucionar 

la parálisis de los procesos para el adecuado funcionamiento 

de la administración de justicia, la «actuación» que conforme 

al literal c) de dicho precepto «interrumpe» los términos para 

que se «decrete su terminación anticipada», es aquella que lo 

conduzca a «definir la controversia» o a poner en marcha los 

«procedimientos» necesarios para la satisfacción de las 

prerrogativas que a través de ella se pretenden hacer valer. 

 

“En suma, la «actuación» debe ser apta y apropiada y para 

«impulsar el proceso» hacia su finalidad, por lo que, 

«[s]imples solicitudes de copias o sin propósitos serios de 

solución de la controversia, derechos de petición 

intrascendentes o inanes frente al petitum o causa petendi» 

carecen de esos efectos, ya que, en principio, no lo «ponen en 

marcha» (STC4021-2020, reiterada en STC9945-2020). 
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“Ahora, lo anterior se predica respecto de los dos numerales 

de la norma comentada, ya que además que allí se afirma que 

el «literal c» aplica para ambos, mediante los dos se 

efectivizan los principios de eficacia, celeridad, eficiencia, 

lealtad procesal y seguridad jurídica. No obstante, dado que 

prevén hipótesis diferentes, es necesario distinguir en cada 

caso cuál es la «actuación eficaz para interrumpir los plazos 

de desistimiento». 

 

“Como en el numeral 1° lo que evita la «parálisis del proceso» 

es que «la parte cumpla con la carga» para la cual fue 

requerido, solo «interrumpirá» el término aquel acto que sea 

«idóneo y apropiado» para satisfacer lo pedido. De modo que 

si el juez conmina al demandante para que integre el 

contradictorio en el término de treinta (30) días, solo la 

«actuación» que cumpla ese cometido podrá afectar el 

cómputo del término. 

 

“En el supuesto de que el expediente «permanezca inactivo 

en la secretaría del despacho, porque no se solicita o realiza 

ninguna actuación (…) en primera o única instancia», tendrá 

dicha connotación aquella «actuación» que cumpla en el 

«proceso la función de impulsarlo», teniendo en cuenta la 

etapa en la que se encuentre y el acto que resulte necesario 

para proseguirlo. 

 

”Así, el impulsor de un declarativo cuyo expediente ha estado 

en la «secretaría del juzgado» por un (1) año sin emplazar a 

uno de los herederos del extremo demandado, podrá afectar 



 14 

el conteo de la anualidad con el «emplazamiento» exigido 

para integrar el contradictorio. 

 

“Si se trata de un coercitivo con «sentencia o auto que ordena 

seguir adelante la ejecución», la «actuación» que valdrá será 

entonces, la relacionada con las fases siguientes a dicha 

etapa, como las «liquidaciones de costas y de crédito», sus 

actualizaciones y aquellas encaminadas a satisfacer la 

obligación cobrada (…)” {CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, 

Sentencia STC-111912020, del 09 de diciembre de 2020, M.P. 

Dr. Octavio Augusto Tejeiro Duque}. 

 

Ahora, sobre la interrupción y suspensión de términos y las 

diferencias entre uno y otro fenómeno, el Tribunal se 

pronunció, como se pasa a transcribir: “Como se advierte, el 

literal c) del numeral 2° del artículo 317 del C. General del 

Proceso, que viene de transcribirse y aplicable para resolución 

de este caso, en su integridad, expresamente indica que 

cualquiera actuación, de oficio o a petición de parte, de 

cualquier naturaleza, interrumpirá los términos previstos en 

este artículo.  

 

“En verdad, el solo abordaje de la literalidad de la norma 

ofrece dificultades, porque el hecho de que un ciudadano 

cualquiera llegue a un juzgado a preguntar por el estado de 

un proceso, constituye una conducta o acto y, como tal es 

una actuación en los términos del dispositivo citado. De donde 

cabe preguntar si tal episodio tiene la virtualidad de generar 

el fenómeno interruptor de los términos a que se contrae la 

norma. Una respuesta positiva haría imposible el 
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cumplimiento de la norma y, de contera, atentaría contra la 

finalidad que con la misma se persigue, como es la de una 

pronta resolución de los litigios, donde a más del interés 

particular de los litigantes, está implicado un interés general y 

superior de la sociedad y del Estado; pues se reitera, basta 

una gestión como la indicada o cualquier otra que realice el 

juzgado de oficio, sin distinguir su naturaleza, finalidad y 

consecuencias, para que se presente la interrupción del 

término que concede el juez para tal efecto. 

 

“Lo cierto, es que la norma es tan confusa y problemática que 

hay quienes consideran que solo tiene aplicación para el 

evento que establece el numeral 2° del artículo 317, que tiene 

lugar cuando el proceso ha permanecido inactivo por más de 

un año y se excluye, para el desistimiento tácito que regula el 

numeral 1° del artículo 317; porque para la inactividad por el 

lapso indicado, basta con observar la parálisis y de plano se 

da por terminado, sin necesidad de que medie requerimiento 

de la judicatura para gestionar y ejecutar un acto pendiente y 

que está a cargo de las partes, como si ocurre en el primer 

evento; además, basta con advertir que cuando la norma 

refiere a la última actuación, el intérprete ni siquiera tiene 

que pensar si hubo otro acto de las partes o de la judicatura 

que origine la suspensión o la interrupción de tal término, 

porque precisamente ese es el último acto que sirve de 

parámetro para ese cómputo y que muy posiblemente a la 

vez tuvo la virtud de interrumpir un término anterior que 

venía corriendo y, se reitera, este nuevo término es el que da 

lugar a la finalización del litigio. Para un mejor entendimiento, 

es pertinente puntualizar que en este evento, no están 
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corriendo términos para una de las partes o para todas las 

que intervienen en el litigio y que son susceptibles de los 

fenómenos de la interrupción y suspensión de términos; se 

itera, simplemente el proceso está a la espera de una acto de 

los litigantes para continuar su marcha normal con miras a su 

conclusión, de donde esa espera prolongada es la que 

constituye la parálisis o inactividad.      

 

“Ahora, el evento de la terminación del proceso por 

desistimiento tácito que está supeditado al requerimiento 

previo, tiene como propósito evitar la parálisis del proceso y, 

precisamente si esa parálisis dura más de un año es la que da 

lugar a su terminación de plano sin que se exija tal 

requerimiento previo; interpretación que precisamente lleva a 

concluir que al consagrar la norma la interrupción del término 

por cualquier actuación de oficio o de la parte, su aplicación 

es para la terminación que está consagrada cuando la parte 

no impulsa el proceso dentro del término que legalmente se le 

concede en el requerimiento, se reitera; porque en este caso, 

lo que se busca es que la impulsión del proceso transcurra sin 

dilaciones e inactividades, de donde esa interpretación 

termina desconociendo garantías de los justiciables, por 

desconocer los fenómenos que afectan los términos como se 

ha venido indicando, como la interrupción y la suspensión, 

legalmente consagrados y regulados, como se verá más 

adelante y, que a la postre termina desconociendo los efectos 

de la norma, cuál es la de que el proceso concluya 

normalmente con sentencia decidiendo el litigio, sin que sufra 

de parálisis durante su trámite por la ausencia de gestión de 

los extremos de la relación procesal.    
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“Para desentrañar el alcance de la norma, se debe tener en 

cuenta que su filosofía está encaminada a rodear de garantías 

a los justiciables; en cuyo caso, se debe tener en cuenta que 

a pesar de que los términos corren ininterrumpidamente para 

las partes, en la secretaría del estrado judicial donde debe 

permanecer el expediente a disposición de éstas, se 

presentan fenómenos con la potencialidad de afectarlo y que 

no pueden ser desconocidos por la judicatura, como ocurre 

precisamente, con la interposición del recurso de reposición, 

que genera su interrupción o por otros hechos, que dan lugar 

a la suspensión, como cuando el proceso ingresa al Despacho 

del juez o magistrado (véase artículo 118 del C. G. P.), 

cuando se declare un impedimento o se recusa al funcionario 

(art. 145 C.G.P.) y, cuando se presenta una causal de 

interrupción del proceso (art. 159 C.G.P.).  

 

“Como el artículo 118 del C. G. del Proceso, antes artículo 120 

del C. de P. Civil, expresamente regula tanto la interrupción 

como la suspensión de términos, indicando las consecuencias 

que acarrea cada uno de estos fenómenos, así como las 

reglas que se deben tener en cuenta para el computo de los 

términos cuando se da una de estas eventualidades, 

necesariamente constituye el referente para interpretar y 

desentrañar el alcance de la regla, que se viene examinando, 

contenida en el literal c) del numeral 2° del artículo 317, lo 

que se conoce como interpretación sistemática, sin dejar de 

lado, la finalidad que con la misma se persigue.  
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“De cara a tales fenómenos tenemos: cuando se interpone 

recurso contra la providencia que concede un término, este se 

interrumpe y se comienza a computar de nuevo, a partir de la 

notificación del auto que resuelve el recurso (Inciso 3°, art. 

318). En cuanto a la suspensión, cabe advertir que a pesar de 

que mientras está corriendo un término se prohíbe el ingreso 

del expediente al despacho, lo que se explica porque deben 

correr ininterrumpidamente, existen excepciones a este 

postulado, como ocurre cuando se formulan peticiones 

relacionadas con el término o se requiere un trámite urgente; 

en cuyo caso, el secretario debe obrar previa consulta verbal 

con el juez, de lo cual dejará constancia en el expediente y si 

este ingresa al Despacho, el término se suspende, lo que está 

a tono con la norma que advierte que mientras el expediente 

esté a despacho no correrán los términos y se reanuda a 

partir del día siguiente al de la notificación de la providencia 

que se profiera, o partir del tercer día siguiente al de su 

fecha, si fuere de cúmplase. Ahora, otros eventos que 

generan la suspensión de términos, como ocurre con la 

declaratoria de impedimento y recusación y, la interrupción 

del proceso, citados por vía de ejemplo, también debe ser 

tenidos en cuenta. 

 

“No se debe confundir la interrupción con la suspensión de 

términos, como lo indica la misma acepción. La suspensión, 

implica que el terminó que había corrido no desaparece y se 

computa hasta cuando se presentó el fenómeno que la genera 

y cuando esta termina (la suspensión), se continúa el 

computo restante del término; de tal manera, que si durante 

el transcurso de un término ingresa el expediente a  



 19 

 

Despacho, desde ese mismo día se suspende y se reanuda el 

computo, para contabilizar el tiempo faltante, a partir de la 

notificación de la providencia que se profiera o a partir del 

tercer día siguiente si es de cúmplase, como lo precisa la 

norma citada; en cambio, la interrupción conlleva a que el 

término transcurrido desaparezca y se tenga que computar de 

nuevo en su totalidad, a partir de la notificación de la 

providencia que resuelve la impugnación formulada y, 

precisamente, se presenta por la interposición de recursos 

contra la providencia que le concede.     

 

“Ahora, cuando el texto literal de la regla transcrita refiere a 

cualquier actuación, lo cierto, es que su aplicación con la 

amplitud indicada la haría inoperante; pero, la interpretación 

tampoco se puede restringir en el sentido de que solo se 

afecta, cuando se da el fenómeno de la interrupción por la 

interposición de recursos contra el auto que requiere a la 

parte para que realice un acto pendiente en el término de 

treinta (30) días; porque en verdad, se pueden presentar 

solicitudes relacionadas con el término y/o el acto pendiente 

de ejecutar, o quizás de otra naturaleza y que sean urgentes, 

las cuales demandan un pronunciamiento inmediato, en cuyo 

caso, el proceso debe ingresar al despacho del juez y 

mientras tanto no pueden correr los términos; suspensión de 

términos que bajo ninguna circunstancia puede ser 

desconocida.  

 

“Como se puede ver, la finalidad de tal precepto, no es otro 

que el blindar de garantías a los litigantes, poniendo a salvo el 
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derecho de defensa y contradicción que no pueden ser 

desconocidos y, para hacer operante la norma se debe 

interpretar sistemáticamente a la luz de otras disposiciones 

contenidas en el Código General del Proceso, como el artículo 

118 que consagran los fenómenos de la interrupción y 

suspensión de términos, así como todos aquéllos casos 

consagrados legalmente, donde los términos resultan 

afectados, bien por la interrupción o suspensión del proceso.  

 

“Consecuente con lo anterior, tenemos que todas aquellas 

actuaciones que no implica la resolución de un recurso contra 

el auto que contiene el requerimiento para que se ejecute una 

actuación a cargo de las partes en el término de treinta días, 

o que no conllevan a que el proceso ingrese a Despacho para 

emitir un pronunciamiento sobre el término u otro asunto 

urgente; bien, a petición de parte o de oficio, no tienen  la 

virtud de afectar el término que está corriendo” (Auto del 28 

de septiembre de 2018, proceso Verbal de Margarita Dolores 

Londoño Londoño, contra Mario de Jesús Gallego Estada, Rdo. 

05001-31-03-001-2015-00595-01). 

 

Conclusión: Como la parte demandante cumplió dentro del 

término legal concedido, con la carga impuesta en auto del 21 

de mayo de 2021, como viene de precisarse, se impone la 

revocatoria del auto recurrido. 

 

A mérito de lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DEL 

DISTRITO JUDICIAL DE MEDELLÍN, SALA UNITARIA DE 

DECISIÓN CIVIL, 
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IV. RESUELVE: 

 

1. REVOCAR el auto de fecha y procedencia indicadas, por lo 

dicho en la parte considerativa. 

 

2. No hay lugar a condena en costas, porque no se causaron.  

 

3. Devuélvase el expediente a su lugar de origen, para que se 

surta el trámite correspondiente. 

 

 

NOTIFÍQUESE 

 

LUIS ENRIQUE GIL MARÍN 

MAGISTRADO 

 

 

 


